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AMPARO DIRECTO: 732/2024. 

MATERIA: ADMINISTRATIVA. 
(FISCAL)

QUEJOSO: 
***** ****** *******.

MAGISTRADA PONENTE:
CLAUDIA VERÓNICA MARTÍNEZ 
BACA. 

SECRETARIO: 
JOSÉ HUGO ROJAS MONROY

Pachuca de Soto, Estado de Hidalgo. Acuerdo del Tercer 

Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, 

correspondiente a la sesión ordinaria celebrada vía remota el 

uno de octubre de dos mil veintiséis.

VISTO, para resolver el juicio de amparo directo 732/2024, 

del índice de este tribunal colegiado; y, 

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Recepción de la demanda de amparo. 

1.  Mediante escrito presentado el once de julio de dos mil 

veinticuatro1, en la Oficialía de Partes de la Sala Regional 

de Hidalgo del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 

1 Fojas 03 a 08 del expediente en que se actúa.
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***** ****** *******, por su propio derecho, promovió 

juicio de amparo directo contra la autoridad y acto siguientes:

AUTORIDAD RESPONSABLE.

1.- La Sala Regional de Hidalgo del 
Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa.

ACTO RECLAMADO.

La sentencia definitiva dictada el 31 de 
mayo de 2024, por la Sala Regional de 
Hidalgo del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, al resolver el juicio 
ordinario con número de expediente  ******
*******.

2.  Precisó como derechos fundamentales violados los 

contenidos en los artículos 1°, 8, 14, 16 y 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; como 

autoridad tercera interesada al titular de la Administración 

Desconcentrada de Auditoría Fiscal de Hidalgo “1”, con 

sede en Hidalgo, del Servicio de Administración 

Tributaria; y expresó los conceptos de violación que estimó 

pertinentes.

SEGUNDO. Remisión de la demanda a este tribunal.

3.  Mediante oficio número  *************** de uno de 

agosto de dos mil veinticuatro2, el magistrado presidente 

de la Sala Regional de Hidalgo del Tribunal Federal de 

2 Foja 02 del expediente en que se actúa.
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Justicia Administrativa rindió su informe justificado, remitió la 

demanda de amparo, acuerdo de esa misma fecha; 

constancias de notificación a la autoridad tercera interesada; 

así como el expediente contencioso administrativo 

*************; al Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno 

Circuito, en turno, para la substanciación del juicio.

TERCERO. Admisión.

4.  Por razón de turno, correspondió conocer de la demanda 

a este Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno 

Circuito, el que, por auto de su magistrado presidente de 

doce de agosto de dos mil veinticuatro3, ordenó la 

formación del juicio de amparo directo administrativo y su 

registro con el número de expediente 732/2024, la admitió, 

tuvo como autoridad tercera interesada a la Administración 

Desconcentrada de Auditoría Fiscal de Hidalgo “1”, por 

conducto de la Administración Desconcentrada Jurídica 

de Hidalgo “1” del Servicio de Administración Tributaria, 

de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; dio la 

intervención al agente del Ministerio Público Federal adscrito 

e hizo del conocimiento a las partes el derecho que les 

asistía para presentar alegatos.

3 Fojas 12 a 14 del expediente en que se actúa.
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CUARTO. Alegatos.

5.  Por acuerdo del magistrado presidente de este tribunal 

colegiado de veinticuatro de octubre de dos mil 

veinticuatro4, se tuvo al agente del Ministerio Público 

Federal adscrito, formulando alegatos, indicándose que 

serían considerados en el momento procesal oportuno. 

QUINTO. Turno. 

6.  Encontrándose los presentes autos en estado de 

resolución, mediante acuerdo de presidencia de veinticinco 

de noviembre de dos mil veinticuatro5, se turnaron a la 

ponencia del magistrado Pedro Gámiz Suárez, para la 

elaboración del proyecto de resolución respectivo, en 

términos de lo dispuesto por el artículo 183 de la Ley de 

Amparo.

SEXTO. Nueva integración y returno.

7.  Por Acuerdo General del Pleno del Órgano de 

Administración Judicial por el que se adscriben a las 

personas electas en el Proceso Electoral Extraordinario a 

diversos cargos del Poder Judicial de la Federación 2024-

4 Fojas 22 y 23 del expediente en que se actúa.
5 Fojas 24 y 25 del expediente en que se actúa.
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2025, se informó la adscripción de la magistrada 

Claudia Verónica Martínez Baca a este tribunal colegiado, 

en sustitución del magistrado Pedro Gámiz Suárez, con 

efectos a partir del quince de septiembre de dos mil 

veinticinco.

8.  Mediante proveído de veinticuatro de septiembre de 

dos mil veinticinco6, se returnó el presente asunto a la 

magistrada Claudia Verónica Martínez Baca para su 

estudio y formulación del proyecto correspondiente; y,

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. 

9.  Este Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito es 

legalmente competente para conocer y resolver el presente 

asunto, de conformidad con los artículos 94, párrafos primero, 

quinto y sexto, 103, fracción I, y 107, fracción X, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1º, 

170 y 189 de la Ley de Amparo; 35, fracción I, inciso b), de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, vigente; 

además, con apoyo en el numeral SEGUNDO, fracción XXIX, 

número 1, del Acuerdo General 3/2013 del Pleno del Consejo 

6 Fojas 27 y 28 del expediente en que se actúa.
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de la Judicatura Federal, relativo a la determinación del 

número y límites territoriales de los Circuitos Judiciales en 

que se divide la República Mexicana y al número, a la 

jurisdicción territorial y especialización por materia de los 

Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, en 

relación con el Acuerdo General 21/2018 del citado órgano de 

administración judicial, relativo, entre otros aspectos, al inicio 

de funciones del Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo 

Noveno Circuito, así como su competencia, jurisdicción 

territorial, domicilio, reglas de turno, sistema de recepción y 

distribución de asuntos entre los tribunales colegiados del 

Circuito indicado; toda vez que, se trata de un juicio de amparo 

directo en el que se reclama una sentencia definitiva dictada 

por la Sala Regional de Hidalgo del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, con residencia en la jurisdicción 

territorial de este órgano colegiado.

SEGUNDO. Oportunidad.

10.  La demanda de amparo se presentó de forma oportuna, 

en términos del artículo 17, párrafo primero, de la Ley de 

Amparo; lo que se corrobora a continuación:
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Fecha
del acto 

reclamado

Fecha de 
notificación 

del acto 
reclamado

(por boletín)

Fecha en 
que surtió 
efectos la 

notificación

El plazo de 
15 días 

transcurrió

Días inhábiles que 
mediaron dentro 

del plazo

Fecha de 
presentación 

de la 
demanda

31 de mayo 
de 2024.

18 de junio de 
2024.

21 de junio 
de 2024.

Del 24 de 
junio al 12 de 
julio de 2024.

22, 23, 29 y 30 de 
junio; 06 y 07 de 

julio, de 2024, por 
corresponder a 

sábados y 
domingos inhábiles 
conforme al artículo 

19 de la Ley de 
Amparo.

11 de julio de 
2024.

TERCERO. Legitimación. 

11.  La demanda de amparo fue promovida por ***** ****** 

*******, por su propio derecho, actor en el juicio 

contencioso administrativo federal de origen, en el que se 

dictó el acto reclamado y, por tanto, quien resiente 

directamente sus efectos.

12.  Por ello, se le reconoce como quejoso en términos de los 

artículos 107, fracción I, párrafo segundo, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, 5, fracción I, de 

la Ley de Amparo.

CUARTO. Certeza del acto reclamado.

13.  El acto reclamado en el presente juicio de amparo directo 

es cierto, toda vez que de las constancias que integran el 

juicio contencioso administrativo federal  *************, se 
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advierte que el treinta y uno de mayo de dos mil 

veinticuatro7, la sala regional emitió la sentencia que lo 

constituye; máxime que así lo reconoció esa autoridad al 

rendir su informe justificado.

QUINTO. Consideración previa.

14.  No se transcriben las consideraciones que rigen a la 

sentencia reclamada ni los conceptos de violación hechos 

valer en su contra, por no exigirlo el artículo 74 de la Ley de 

Amparo, que prevé los requisitos formales que deben 

contener las sentencias dictadas en los juicios de amparo.

15.  Sin que con ello se violen los principios de exhaustividad 

y congruencia, en razón de que se analizarán los 

planteamientos efectivamente hechos valer en el presente 

asunto.

16.  Resulta aplicable la jurisprudencia 2a./J. 58/2010 de la 

extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, cuyo rubro y texto son:

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA 
CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA 
Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE 
AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De 
los preceptos integrantes del capítulo X 

7 Fojas 92 a 101 del juicio contencioso administrativo federal de origen.
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"De las sentencias", del título primero 
"Reglas generales", del libro primero "Del 
amparo en general", de la Ley de Amparo, 
no se advierte como obligación para el 
juzgador que transcriba los conceptos de 
violación o, en su caso, los agravios, 
para cumplir con los principios de 
congruencia y exhaustividad en las 
sentencias, pues tales principios se 
satisfacen cuando precisa los puntos 
sujetos a debate, derivados de la demanda 
de amparo o del escrito de expresión de 
agravios, los estudia y les da respuesta, 
la cual debe estar vinculada y 
corresponder a los planteamientos de 
legalidad o constitucionalidad 
efectivamente planteados en el pliego 
correspondiente, sin introducir aspectos 
distintos a los que conforman la litis. 
Sin embargo, no existe prohibición para 
hacer tal transcripción, quedando al 
prudente arbitrio del juzgador realizarla 
o no, atendiendo a las características 
especiales del caso, sin demérito de que 
para satisfacer los principios de 
exhaustividad y congruencia se estudien 
los planteamientos de legalidad o 
inconstitucionalidad que efectivamente se 
hayan hecho valer.8

SEXTO. Estudio.

17.  En principio, se estima pertinente precisar los hechos 

relevantes que dieron origen a la sentencia reclamada, los 

cuales se exponen a continuación: 

18.  Demanda de nulidad. Por escrito presentado el cinco 

de enero de dos mil veinticuatro9, en la Oficialía de Partes 

de la Sala Regional de Hidalgo y Auxiliar del Tribunal Federal 

8 Visible en la página 830, del Tomo XXXI, correspondiente al mes de mayo de 2010, de la 
Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con registro digital 164618.
9 Fojas 01 a 13 del expediente del juicio contencioso administrativo federal de origen. 
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de Justicia Administrativa,  ***** ****** *******, por su 

propio derecho, demandó la nulidad de la resolución número 

*** ** ** ** ** ***************** de seis de noviembre 

de dos mil tres, en la que el Subadministrador 

Desconcentrado de Auditoría Fiscal de Hidalgo “1” de la 

Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal de 

Hidalgo “1”, en suplencia por ausencia del titular de esa 

administración, negó el saldo a favor por concepto de 

impuesto sobre la renta, del ejercicio fiscal dos mil veintidós, 

por la cantidad de  ********** (********** *** *********** 

******** * **** pesos). 

19.  Admisión de la demanda de nulidad. Por auto de 

nueve de enero de dos mil veinticuatro10, la entonces Sala 

Regional de Hidalgo y Auxiliar del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, a la que por razón de turno 

correspondió conocer del asunto, admitió la demanda en la 

vía ordinaria, que registró con el número de expediente 

*************; asimismo, ordenó emplazar a la autoridad 

demandada Subadministrador Desconcentrado de 

Auditoría Fiscal de Hidalgo “1” del Servicio de 

Administración Tributaria para que formulara su 

contestación y le requirió para que exhibiera el expediente 

administrativo que originó el acto controvertido. 

10 Fojas 25 a 26 del expediente del juicio contencioso administrativo federal de origen. 
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20.  Sentencia. Seguidos y concluidos los trámites 

conducentes del juicio contencioso administrativo, la sala 

regional dictó sentencia el treinta y uno de mayo de dos 

mil veinticuatro, en la que resolvió: 

I. La parte actora no acreditó su 
pretensión en el presente juicio. 

II. Se reconoce la validez de las 
resoluciones impugnadas (sic), por los 
motivos precisados en este fallo. 

III. NOTIFÍQUESE. 

21.  Consideraciones de la sentencia reclamada. La citada 

determinación constituye el acto reclamado en el presente 

juicio de amparo directo; la cual se apoya en las siguientes 

consideraciones fundamentales:

22.  En el considerando tercero11, la sala regional estimó 

infundados los conceptos de impugnación, sobre la base 

de que la resolución impugnada está debidamente fundada 

y motivada, pues la autoridad demandada negó la solicitud 

de devolución del saldo a favor que formuló el actor, ya 

que, previos requerimientos de documentación e 

información que se le dirigieron, si bien el accionante indicó 

que los depósitos verificados corresponden a un donativo. 

11 Fojas 93 vuelta a 101 del expediente del juicio contencioso administrativo federal de origen. 
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23.  Lo cierto es que, indicó, de la documentación 

comprobatoria se advirtió que dichos depósitos derivan de 

la relación entre el accionante y su padre, de lo cual no se 

tuvo certeza, al no demostrarse que los depósitos en 

efectivo en cantidad total de $********* (*********** *** 

********** pesos), son donativos a su favor; por lo que, la 

autoridad demandada sostuvo que no se tenía certeza de 

que efectivamente el saldo a favor por el monto de 

$********* (********** *** *********** ******** * **** pesos) 

fuera procedente. 

24.  Así, la sala regional desestimó la afirmación del actor, 

referente a que la autoridad fiscal debió agotar el 

procedimiento previsto en el artículo 42 del Código Fiscal 

de la Federación, además de las facultades regladas 

establecidas en el diverso 22-D de dicho ordenamiento; 

porque, indicó, las devoluciones se efectúan conforme al 

procedimiento fijado en el artículo 22 de dicho código y las 

facultades ahí previstas son potestativas, no regladas. 

25.  La sala determinó que, además, la autoridad 

demandada no ejerció el procedimiento previsto en el 

artículo 59, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, 

por ende, no procedía llevar a cabo las facultades indicadas 

en el diverso 42 de dicho ordenamiento tributario. 
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26.  La sala regional sostuvo, además, que el artículo 22 

del Código Fiscal de la Federación prevé que en caso de 

que la autoridad fiscal dilucide la procedencia o no de la 

solicitud de devolución, podrá requerir al contribuyente para 

que en un plazo no mayor de veinte días posteriores a la 

citada petición, presente los datos, informes o documentos 

adicionales que estime necesarios, lo que es una facultad 

potestativa mas no limitativa, que puede o no ejercerla la 

autoridad.

27.  La sala indicó también que el artículo 22-D del Código 

Fiscal de la Federación prevé la posibilidad de que la 

autoridad ejerza sus facultades de comprobación por cada 

solicitud de devolución presentada por el contribuyente, y 

que la pertinencia de efectuar el procedimiento indicado en 

el diverso 42 está sujeta a las características del caso 

específico; lo que permite advertir que si la autoridad con la 

información solicitada y aportada por el contribuyente no 

considera necesario ejercer esa facultad, no está obligada 

a hacerlo.    

28.  Por otra parte, desestimó la afirmación del actor 

referente a que no estaba obligado a llevar una contabilidad 

de las operaciones que efectuó, por estar sujeto al régimen 

de sueldos y salarios; pues si bien, asiste la razón al 
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accionante sobre dicho aspecto, lo cierto es que, en caso 

de tratarse de ingresos adicionales a dichos sueldos y 

salarios, está obligado a tener la información de las 

cantidades detectadas como ingresos en las cuentas 

bancarias, esto en relación con lo dispuesto en el artículo 

59, fracción II, del Código Fiscal de la Federación. 

29.  La sala regional, de igual modo, tuvo como infundada 

la afirmación de que la autoridad determinó ingresos 

presuntos; ya que, no se está en dicho supuesto, sino 

solamente la autoridad demandada determinó que no tenía 

certeza de que los ingresos corresponden a donaciones, 

aun y cuando sustanció el procedimiento previsto en el 

artículo 22 del Código Fiscal de la Federación, respecto de 

la solicitud de devolución, requiriendo dos veces al actor 

para que presentara la información y documentación 

pertinente para verificar la procedencia de la devolución. 

30.  La sala destacó que no se pasaba inadvertido que el 

actor exhibió la prueba pericial en materia de contabilidad; 

sin embargo, del dictamen solo se advirtió que dicho 

contribuyente obtuvo un saldo a favor en el ejercicio fiscal 

dos mil veintidós. 
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31.  Aunado a que, estableció, el actor no desvirtuó el 

motivo por el que se rechazó su solicitud de devolución de 

saldo a favor, pues no exhibió alguna prueba para dicho 

efecto, esto es, debió evidenciar en el juicio contencioso 

que las cantidades que le fueron depositadas en efectivo 

corresponden a donaciones; siendo que, incluso, el 

accionante no controvierte esa decisión de la autoridad 

fiscalizadora. 

32.  Por lo que, la sala regional reconoció la validez de la 

resolución impugnada. 

33.  En contra de la referida sentencia, el quejoso, expone 

como conceptos de violación12, los siguientes 

planteamientos: 

• Afirma que la sentencia reclamada es violatoria de los 

principios constitucionales de legalidad, seguridad jurídica y 

debido proceso, en relación con los diversos de congruencia 

y exhaustividad, puesto que ilegalmente se determinó que el 

actor está obligado a contar con la información de las 

cantidades que la autoridad detectó como ingresos en sus 

cuentas bancarias, ya que, se debió precisar el precepto legal 

en que se prevé esa obligación. 

12 Fojas 04 a 07 del expediente en que se actúa. 
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• Sostiene que no está obligado a llevar la contabilidad ni 

registro contable de todas sus operaciones bancarias, al 

haber tributado en el régimen de sueldos y salarios en el 

ejercicio fiscal de dos mil veintidós, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 98 de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta, en relación con los diversos 16 y 28 del Código Fiscal 

de la Federación. 

• Expone que, por tanto, la sala regional está imponiendo 

una obligación sin sustento legal, es decir, exige mayores 

requisitos para comprobar ingresos; aunado a que omitió 

considerar las manifestaciones efectuadas en la demanda de 

nulidad, referentes a que los depósitos que le fueron 

realizados son donativos por $********* (******* *** 

********** pesos) y tres depósitos por dicho concepto en 

cantidad de $******** (***** *** pesos), dando un total de 

$********* (*********** *** ********** pesos), efectuados a 

su favor por su padre  ***** ****** *******, los cuales, en 

términos del artículo 93, fracción XXIII, de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, están exentos de tributar. 

• Expone que no es obstáculo que la sala regional 

indique que el actor debe contar con la información de sus 

operaciones bancarias, con fundamento en el artículo 59, 

fracción III, del Código Fiscal de la Federación, toda vez que, 
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las facultades previstas en esa disposición están sujetas a 

que los depósitos bancarios se refieran a registros de la 

contabilidad a que está obligado a llevar; lo anterior, de 

conformidad con diversas tesis de las que la responsable 

omitió pronunciarse. 

• Que, entonces, no es aplicable la tesis de rubro: 

“PRESUNCIÓN DE INGRESOS Y DEL VALOR DE ACTOS 

O ACTIVIDADES. EL ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III, DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO VIOLA EL 

PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA.”.

34.  Dichos planteamientos se analizan atendiendo a la causa 

de pedir derivada de ellos y para darles solución, es 

necesario indicar que el artículo 50 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo13, tácitamente y 

13 ARTÍCULO 50.- Las sentencias del Tribunal se fundarán en derecho y resolverán sobre la 
pretensión del actor que se deduzca de su demanda, en relación con una resolución 
impugnada, teniendo la facultad de invocar hechos notorios.--- Cuando se hagan valer 
diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllos 
que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana. En el caso de que la sentencia declare 
la nulidad de una resolución por la omisión de los requisitos formales exigidos por las 
leyes, o por vicios de procedimiento, la misma deberá señalar en que forma afectaron las 
defensas del particular y trascendieron al sentido de la resolución.--- Las Salas podrán 
corregir los errores que adviertan en la cita de los preceptos que se consideren violados y 
examinar en su conjunto los agravios y causales de ilegalidad, así como los demás 
razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin 
cambiar los hechos expuestos en la demanda y en la contestación.--- Tratándose de las 
sentencias que resuelvan sobre la legalidad de la resolución dictada en un recurso 
administrativo, si se cuenta con elementos suficientes para ello, el Tribunal se pronunciará 
sobre la legalidad de la resolución recurrida, en la parte que no satisfizo el interés jurídico del 
demandante. No se podrán anular o modificar los actos de las autoridades administrativas no 
impugnados de manera expresa en la demanda.--- En el caso de sentencias en que se condene 
a la autoridad a la restitución de un derecho subjetivo violado o a la devolución de una cantidad, 
el Tribunal deberá previamente constatar el derecho que tiene el particular, además de la 
ilegalidad de la resolución impugnada.--- Hecha excepción de lo dispuesto en fracción XIII, 
apartado B, del artículo 123 Constitucional, respecto de los Agentes del Ministerio Público, los 
Peritos y los Miembros de las Instituciones Policiales de la Federación, que hubiesen promovido 
el juicio o medio de defensa en el que la autoridad jurisdiccional resuelva que la separación, 
remoción, baja, cese, destitución o cualquier otra forma de terminación del servicio fue 
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por integridad del sistema, recoge los principios de tutela 

judicial efectiva, pro actione, iura novit curia y de eficiencia, 

previstos en los artículos 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y 25 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, por lo que es obligación de las 

Salas del Tribunal Federal de Justicia Administrativa 

considerarlos al resolver los conflictos que se les planteen. 

35. Así, el principio de tutela judicial efectiva implica, en 

primer lugar, el derecho de acceso a la jurisdicción, es decir, 

a que el gobernado pueda ser parte en un proceso judicial, 

dando con ello inicio a la función de los órganos 

jurisdiccionales; en segundo, el relativo a que en dicho 

proceso se sigan las formalidades esenciales, a fin de no 

dejar al justiciable en estado de indefensión y, en tercero, el 

derecho a obtener una sentencia sobre el fondo de la 

cuestión planteada y su cabal ejecución. 

36. A su vez, el principio pro actione exige que los órganos 

judiciales, al interpretar los requisitos procesales legalmente 

previstos, tengan presente la ratio de la norma, con el fin de 

evitar que los meros formalismos o entendimientos no 

razonables de las reglas procesales impidan un 

enjuiciamiento del fondo del asunto. 

injustificada; casos en los que la autoridad demandada sólo estará obligada a pagar la 
indemnización y demás prestaciones a que tengan derecho, sin que en ningún caso proceda la 
reincorporación al servicio.
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37. Por su parte, el principio iura novit curia que significa, 

literalmente, el juez conoce el derecho, es utilizado para 

referirse al principio de derecho procesal según el cual, el 

juez conoce el derecho aplicable y, por tanto, es innecesario 

que las partes prueben en un litigio lo que dicen las normas. 

38. Y el principio de eficiencia implica excluir cualquier 

interpretación que anule o prive de eficacia algún precepto 

constitucional, además de que aquélla no debe hacerse en 

función de la intención de las partes, sino a partir de la 

necesidad de producir un efecto útil en el momento de su 

aplicación.

39. En ese contexto, es imperativo destacar que los principios 

que rigen el dictado de las sentencias en el juicio contencioso 

es el de congruencia y el de exhaustividad, previstos en el 

artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, de cuya interpretación se ha distinguido la 

congruencia externa, que consiste en la conformidad entre lo 

pedido y lo resuelto, y la congruencia interna, considerada 

como la coherencia entre las afirmaciones y resoluciones 

contenidas a lo largo de una sentencia.

40. Respecto a la interpretación jurídica del precepto legal 

referido, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
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la Nación ha definido en diversos precedentes14 que la litis en 

el juicio administrativo federal se integra con el acto 

impugnado, los conceptos de anulación del actor, la 

contestación a la demanda y las pruebas que ofrezcan 

las partes.

41. En tal virtud, en el referido precepto legal se instituye el 

principio de congruencia externa que significa la 

exhaustividad en el dictado de la sentencia de nulidad por 

14 Entre otros criterios, se destaca el identificado con el registro digital: 2006186. Instancia: 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Décima Época. Materias(s): 
Común, Administrativa. Tesis: 2a./J. 16/2014 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación. Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, página 984. Tipo: Jurisprudencia. Que es del 
rubro y texto: CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para 
hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo 
que constituye un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que 
subsiste el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya 
competencia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de 
amparo, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia 
entre ambos medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la 
competencia específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación encargados de su 
ejercicio es precisamente el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por 
tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición de carácter general impugnada 
expresamente es o no contraria a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la 
obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en 
el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la 
litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función, 
prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el 
juicio contencioso administrativo, la competencia específica del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa es en materia de legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este 
tribunal puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula conceptos de nulidad 
expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de 
determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el 
criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones 
jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, 
bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se 
estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de 
sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese 
sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no 
forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en 
concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en 
competencia específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de estudio del 
concepto de nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe 
declarar ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la 
Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se 
dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder 
Judicial de la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de 
constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. 
Si, además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de violación la 
inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes 
los conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de 
violación enderezados a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto en el 
sistema concentrado.
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parte de las Salas del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, conforme al cual deben decidir la controversia 

sometida a su conocimiento, tomando en consideración la 

pretensión del actor contenida en la demanda promovida o en 

su ampliación, así como aquellos argumentos de las 

demandadas encaminados directamente a destruirla, ya que 

si bien tal dispositivo no establece de manera clara la 

obligación del juzgador de examinar la defensa de las 

enjuiciadas, ni los precedentes del alto tribunal del país 

definen qué aspectos de la contestación serán abordados, no 

debe perderse de vista que en el juicio administrativo federal, 

los órganos estatales actúan como una parte, con las mismas 

prerrogativas y obligaciones con las que se desarrollan las 

demás dentro de ese procedimiento, no como autoridad 

dentro de un plano de supra a subordinación con los actores 

particulares.

42. En consecuencia, para salvaguardar el equilibrio procesal 

entre ellos, las salas deben estudiar, por regla general, todos 

los argumentos expresados en la demanda, en su ampliación 

y en sus contestaciones, salvo que exista imposibilidad 

jurídica para abordar su análisis.

43. En esa orden de ideas, se arriba a la convicción de que 

las salas del Tribunal Federal de Justicia Administrativa están 
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obligadas a pronunciarse sobre todos los planteamientos 

expuestos en la demanda sometidos a su conocimiento, así 

como aquéllos de la contestación encaminados directamente 

a destruir el derecho invocado por su contraparte, inclusive, 

a valorar, los demás argumentos expuestos a manera de 

ampliación por ambas partes, así como los medios de 

prueba que ofrezcan en el juicio con el objeto de 

demostrar sus respectivas aseveraciones.

44. Lo anterior, adicionado a que el artículo 16, párrafo 

primero, de la Constitución General15, garantiza que a toda 

persona a la que se le pretenda causar una molestia en su 

esfera jurídica, por parte de los órganos del estado, se le 

deberá entregar por escrito el acto debidamente fundado y 

motivado; encontrándose las autoridades obligadas además 

a fundar su competencia. 

45. Respecto de la fundamentación y motivación de una 

resolución jurisdiccional, se encuentra en el análisis 

exhaustivo que integra la litis, teniendo como apoyo los 

preceptos jurídicos que permitan expedirla y que establezcan 

la hipótesis que genere su emisión, así como la exposición 

concreta de las circunstancias especiales, razones 

particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en 

15 “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 
posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y 
motive la causa legal del procedimiento. --- (…)”
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consideración para la emisión del acto, siendo necesario, 

además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y 

las normas aplicables al caso concreto. 

46. Por lo que, el derecho fundamental de legalidad, en 

tratándose de resoluciones jurisdiccionales, tiene por objeto 

que el juzgador no las dicte de forma arbitraria, sino 

ajustadas al ordenamiento legal, a efecto de que el 

gobernado pueda establecer si se respetaron de manera 

cabal las normas que dicho gobernador consideró para 

resolver el debate, lo cual no requiere precisamente la cita 

del precepto, pues dentro del examen de la litis deberán 

darse los razonamientos que involucran aquellas 

disposiciones en que se funda la resolución. 

47. Sirve de apoyo, la jurisprudencia 1a./J. 139/2005 emitida 

por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, de rubro y texto: 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS 
RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, DEBEN 
ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 
16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE. 
Entre las diversas garantías contenidas en 
el segundo párrafo del artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, sustento de la garantía de 
audiencia, está la relativa al respeto de 
las formalidades esenciales del 
procedimiento, también conocida como de 
debido proceso legal, la cual se refiere al 
cumplimiento de las condiciones 
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fundamentales que deben satisfacerse en el 
procedimiento jurisdiccional que concluye 
con el dictado de una resolución que dirime 
las cuestiones debatidas. Esta garantía 
obliga al juzgador a decidir las 
controversias sometidas a su conocimiento, 
considerando todos y cada uno de los 
argumentos aducidos en la demanda, en su 
contestación, así como las demás 
pretensiones deducidas oportunamente en el 
pleito, de tal forma que se condene o 
absuelva al demandado, resolviendo sobre 
todos los puntos litigiosos materia del 
debate. Sin embargo, esta determinación del 
juzgador no debe desvincularse de lo 
dispuesto por el primer párrafo del 
artículo 16 constitucional, que impone a 
las autoridades la obligación de fundar y 
motivar debidamente los actos que emitan, 
esto es, que se expresen las razones de 
derecho y los motivos de hecho considerados 
para su dictado, los cuales deberán ser 
reales, ciertos e investidos de la fuerza 
legal suficiente para provocar el acto de 
autoridad. Ahora bien, como a las garantías 
individuales previstas en la Carta Magna 
les son aplicables las consideraciones 
sobre la supremacía constitucional en 
términos de su artículo 133, es indudable 
que las resoluciones que emitan deben 
cumplir con las garantías de debido proceso 
legal y de legalidad contenidas en los 
artículos 14 y 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Así, la fundamentación y motivación de una 
resolución jurisdiccional se encuentra en 
el análisis exhaustivo de los puntos que 
integran la litis, es decir, en el estudio 
de las acciones y excepciones del debate, 
apoyándose en el o los preceptos jurídicos 
que permiten expedirla y que establezcan la 
hipótesis que genere su emisión, así como 
en la exposición concreta de las 
circunstancias especiales, razones 
particulares o causas inmediatas tomadas en 
consideración para la emisión del acto, 
siendo necesario, además, que exista 
adecuación entre los motivos aducidos y las 
normas aplicables al caso.16

16 Registro digital: 176546. Instancia: Primera Sala. Novena Época. Materias(s): Común. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Diciembre de 2005, 
página 162. 
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48. Por su parte, el artículo 17 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos17 instituye el derecho 

fundamental de acceso a la impartición de justicia 

consagrado a favor de los gobernados que contiene los 

principios siguientes: 

I. De justicia pronta, que se traduce en la obligación de las 

autoridades encargadas de su impartición de resolver las 

controversias ante ellas planteadas, dentro de los términos y 

plazos que para tal efecto establezcan las leyes; 

II. De justicia completa, consistente en que la autoridad que 

conoce del asunto emita pronunciamiento respecto de todos 

y cada uno de los aspectos debatidos cuyo estudio sea 

necesario, y garantice al gobernado la obtención de una 

resolución en la que, mediante la aplicación de la ley al caso 

concreto, se resuelva si le asiste o no la razón sobre los 

derechos que le garanticen la tutela jurisdiccional que ha 

solicitado; 

III. De justicia imparcial, que significa que el juzgador emita 

una resolución apegada a derecho, y sin favoritismo respecto 

de alguna de las partes o arbitrariedad en su sentido; y,

17 “Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para 
reclamar su derecho.--- Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 
tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, 
emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial.--- Su servicio será gratuito, 
quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.--- (…) --- Las leyes federales y 
locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la independencia de los 
tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.--- (…)”

FE
R

N
A

N
D

O
 PÉ

R
E

Z
 O

R
T

E
G

A
706a6620636a66330000000000000000000161aa
05/05/29 10:57:41

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Amparo Directo Administrativo (fiscal) 732/2024.

26

IV. De justicia gratuita, que estriba en que los órganos del 

Estado encargados de su impartición, así como los servidores 

públicos a quienes se les encomienda dicha función, no 

cobrarán a las partes en conflicto emolumento alguno por la 

prestación de ese servicio público. 

49. Lo anterior, encuentra sustento en la jurisprudencia 

2a./J. 192/2007 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de rubro y texto: 

ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL 
ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE 
DIVERSOS PRINCIPIOS QUE INTEGRAN LA 
GARANTÍA INDIVIDUAL RELATIVA, A CUYA 
OBSERVANCIA ESTÁN OBLIGADAS LAS 
AUTORIDADES QUE REALIZAN ACTOS 
MATERIALMENTE JURISDICCIONALES. La 
garantía individual de acceso a la 
impartición de justicia consagra a favor 
de los gobernados los siguientes 
principios: 1. De justicia pronta, que se 
traduce en la obligación de las 
autoridades encargadas de su impartición 
de resolver las controversias ante ellas 
planteadas, dentro de los términos y 
plazos que para tal efecto establezcan las 
leyes; 2. De justicia completa, 
consistente en que la autoridad que conoce 
del asunto emita pronunciamiento respecto 
de todos y cada uno de los aspectos 
debatidos cuyo estudio sea necesario, y 
garantice al gobernado la obtención de una 
resolución en la que, mediante la 
aplicación de la ley al caso concreto, se 
resuelva si le asiste o no la razón sobre 
los derechos que le garanticen la tutela 
jurisdiccional que ha solicitado; 3. De 
justicia imparcial, que significa que el 
juzgador emita una resolución apegada a 
derecho, y sin favoritismo respecto de 
alguna de las partes o arbitrariedad en su 
sentido; y, 4. De justicia gratuita, que 
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estriba en que los órganos del Estado 
encargados de su impartición, así como los 
servidores públicos a quienes se les 
encomienda dicha función, no cobrarán a 
las partes en conflicto emolumento alguno 
por la prestación de ese servicio público. 
Ahora bien, si la citada garantía 
constitucional está encaminada a asegurar 
que las autoridades encargadas de 
aplicarla lo hagan de manera pronta, 
completa, gratuita e imparcial, es claro 
que las autoridades que se encuentran 
obligadas a la observancia de la totalidad 
de los derechos que la integran son todas 
aquellas que realizan actos materialmente 
jurisdiccionales, es decir, las que en su 
ámbito de competencia tienen la atribución 
necesaria para dirimir un 
conflicto suscitado entre diversos sujetos 
de derecho, independientemente de que se 
trate de órganos judiciales, o bien, sólo 
materialmente jurisdiccionales.18

50. En ese orden de ideas y con el fin de establecer si la sala 

responsable atendió a los citados principios de congruencia y 

exhaustividad, al emitir la sentencia reclamada.

51. Este tribunal colegiado considera pertinente establecer 

que en el fallo reclamado, efectivamente, la sala regional se 

limitó a reconocer la validez de la resolución impugnada en la 

que se negó al actor la solicitud de devolución de saldo a 

favor que presentó ante la autoridad demandada 

fiscalizadora, sobre la base de que, no demostró que las 

cantidades que se advirtieron en sus cuentas bancarias 

objeto de esa petición, se trataran de donaciones. 

18 Registro digital: 171257. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Octubre de 2007, página 209.
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52. Sin que, en dicho pronunciamiento la sala responsable 

analizara la totalidad de los argumentos de nulidad que hizo 

valer el actor en la demanda contenciosa de origen y su 

verdadera pretensión, particularmente lo expuesto en el 

identificado como primero, en el que precisó que sí se 

expuso y proporcionó a la autoridad fiscal diversa 

documentación comprobatoria de que los depósitos que le 

fueron realizados son donativos por $********* (******* *** 

********** pesos) y tres depósitos por dicho concepto en 

cantidad de $******** (***** *** pesos), dando un total de 

$********* (*********** *** ********** pesos), efectuados a 

su favor por su padre  ***** ****** *******, los cuales, en 

términos del artículo 93, fracción XXIII, de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, están exentos de tributar.19

53. En efecto, atendiendo a la falta de exhaustividad 

advertida sobre el análisis de la pretensión del actor ahora 

quejoso en el juicio contencioso, al emitirse la sentencia 

reclamada y que se destaca en el presente asunto; este 

tribunal colegiado privilegiará el análisis del fondo de la 

controversia planteada, en términos del artículo 189 de la Ley 

de Amparo20. 

19 Fojas 02 vuelta y 03 del expediente del juicio contencioso administrativo de origen. 
20 Artículo 189. El órgano jurisdiccional de amparo procederá al estudio de los conceptos de 
violación atendiendo a su prelación lógica y privilegiando en todo caso el estudio de aquellos 
que, de resultar fundados, redunden en el mayor beneficio para la persona quejosa. En todas 
las materias, se privilegiará el estudio de los conceptos de violación de fondo por encima 
de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden redunde en un mayor 
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54. Sobre esa base, de las constancias de autos del juicio 

contencioso administrativo federal, específicamente, en el 

expediente administrativo exhibido por la autoridad demandada 

en copias certificadas; se advierte que el actor contribuyente 

para demostrar el origen de los depósitos bancarios en la 

cantidad de $********* (*********** *** ********** pesos) que 

consideró la autoridad para determinar la procedencia o no de 

la solicitud de devolución del saldo a favor respectiva, exhibió, 

entre otras documentales, lo siguiente:  

i. Escrito suscrito por  ***** ****** ******* , en el que se 

manifestó que efectuó a favor de su hijo  ***** ****** 

*******, donativos en efectivo, con un depósito por el monto 

de $********* (******* *** ********** pesos) y tres depósitos 

en cantidad de $******** (***** *** pesos), dando un total de 

$********* (*********** *** ********** pesos); lo que se 

ilustra a continuación: 

SE INSERTA IMAGEN QUE 
CONTIENE DATOS 

PERSONALES Y SENSIBLES A 
PROTEGER

beneficio para la persona quejosa. --- En los asuntos del orden penal, cuando se desprendan 
violaciones de fondo de las cuales pudiera derivarse la extinción de la acción persecutoria o la 
inocencia de la persona quejosa, se le dará preferencia al estudio de aquéllas aún de oficio.
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ii. Copia de la credencial para votar con fotografía de ***** 

****** *******.
21

iii. Acta de nacimiento a favor de  ***** ****** ******* , 

emitida por el Ayuntamiento de Pachuca, Estado de Hidalgo, 

en la que se advierte, entre otros datos, que su padre es 

***** ****** *******.
22

iv. Estado de cuenta de la institución bancaria  ****, 

respecto de la tarjeta básica expedida a favor de  ***** 

****** *******, referente al periodo de movimientos del tres 

de julio de dos mil veintidós al dos de agosto de ese año, en 

el que se advierten, entre otras operaciones, un depósito en 

efectivo, así descrito, realizado el dieciocho de julio de dos 

mil veintidós, por el monto de $********* (******* *** 

********** pesos), con número de referencia 3328. 

Y tres depósitos en cantidad de $******** (***** *** pesos), 

con la descripción de: “DEPOSITO EFECTIVO PRACTIC 

DONATIVO  **** ”, con folios  **** , **** y  **** , 

respectivamente, y bajo los números de referencia con 

terminación ****, realizados el diecinueve de julio de dos mil 

veintidós. 

21 Fojas 140 vuelta y 139 del expediente administrativo exhibido en el juicio contencioso de 
origen. 
22 Foja 142 del expediente administrativo exhibido en el juicio contencioso de origen. 
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SE INSERTA 
IMAGEN QUE 

CONTIENE 
DATOS 

PERSONALES Y 
SENSIBLES A 
PROTEGER
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SE INSERTA 
IMAGEN QUE 

CONTIENE 
DATOS 

PERSONALES Y 
SENSIBLES A 
PROTEGER
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SE INSERTA 
IMAGEN QUE 

CONTIENE 
DATOS 

PERSONALES Y 
SENSIBLES A 
PROTEGER

FE
R

N
A

N
D

O
 PÉ

R
E

Z
 O

R
T

E
G

A
706a6620636a66330000000000000000000161aa
05/05/29 10:57:41

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Amparo Directo Administrativo (fiscal) 732/2024.

34

55. Al respecto, este órgano colegiado considera pertinente 

indicar que cuando se llegue a controvertir la determinación 

de la autoridad en el sentido de que no se acredita el origen 

de las operaciones o depósitos objeto de verificación, es 

cuando el contribuyente deberá aportar todos los medios de 

prueba relacionados y pertinentes con esas operaciones, 

esto es, justificar la procedencia u origen de ciertos hechos 

acorde a las circunstancias de cada caso. 

56. En el código tributario federal no se consignan de manera 

específica e integral las reglas que deben atenderse para 

acreditar el origen de las operaciones bancarias, en lo 

atinente a la cuestión probatoria general, en tanto que solo en 

su artículo 22 precisa23, esencialmente, que la autoridad fiscal 

23 Artículo 22.- Las autoridades fiscales devolverán las cantidades pagadas indebidamente y las 
que procedan conforme a las leyes fiscales. En el caso de contribuciones que se hubieran 
retenido, la devolución se efectuará a los contribuyentes a quienes se les hubiera retenido la 
contribución de que se trate. Tratándose de los impuestos indirectos, la devolución por pago de lo 
indebido se efectuará a las personas que hubieran pagado el impuesto trasladado a quien lo 
causó, siempre que no lo hayan acreditado; por lo tanto, quien trasladó el impuesto, ya sea en 
forma expresa y por separado o incluido en el precio, no tendrá derecho a solicitar su devolución. 
Tratándose de los impuestos indirectos pagados en la importación, procederá la devolución al 
contribuyente siempre y cuando la cantidad pagada no se hubiere acreditado.--- Lo dispuesto en el 
párrafo anterior, se aplicará sin perjuicio del acreditamiento de los impuestos indirectos a que 
tengan derecho los contribuyentes, de conformidad con lo dispuesto en las leyes que los 
establezcan.--- Cuando la contribución se calcule por ejercicios, únicamente se podrá solicitar la 
devolución del saldo a favor cuando se haya presentado la declaración del ejercicio, salvo que se 
trate del cumplimiento de una resolución o sentencia firmes, de autoridad competente, en cuyo 
caso, podrá solicitarse la devolución independientemente de la presentación de la declaración.--- 
Si el pago de lo indebido se hubiera efectuado en cumplimiento de un acto de autoridad, el 
derecho a la devolución en los términos de este artículo, nace cuando dicho acto se anule. Lo 
dispuesto en este párrafo no es aplicable a la determinación de diferencias por errores aritméticos, 
las que darán lugar a la devolución siempre que no haya prescrito la obligación en los términos del 
decimosexto párrafo de este artículo.--- Se tendrá por no presentada la solicitud de devolución, en 
aquellos casos en los que el contribuyente, o bien, el domicilio manifestado por éste, se 
encuentren como no localizados ante el Registro Federal de Contribuyentes. Cuando se tenga por 
no presentada la solicitud, la misma no se considerará como gestión de cobro que interrumpa la 
prescripción de la obligación de devolver.--- Cuando en una solicitud de devolución existan errores 
en los datos contenidos en la misma, la autoridad requerirá al contribuyente para que mediante 
escrito y en un plazo de 10 días aclare dichos datos, apercibiéndolo que de no hacerlo dentro de 
dicho plazo, se le tendrá por desistido de la solicitud de devolución correspondiente. En este 
supuesto no será necesario presentar una nueva solicitud cuando los datos erróneos sólo se 
hayan consignado en la solicitud o en los anexos. Dicho requerimiento suspenderá el plazo 
previsto para efectuar la devolución, durante el período que transcurra entre el día hábil siguiente 
en que surta efectos la notificación del requerimiento y la fecha en que se atienda el 
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requerimiento.--- Cuando se solicite la devolución, ésta deberá efectuarse dentro del plazo 
de cuarenta días siguientes a la fecha en que se presentó la solicitud ante la autoridad 
fiscal competente con todos los datos, incluyendo para el caso de depósito en cuenta, los 
datos de la institución integrante del sistema financiero y el número de cuenta para 
transferencias electrónicas del contribuyente en dicha institución financiera debidamente 
integrado de conformidad con las disposiciones del Banco de México, así como los demás 
informes y documentos que señale el Reglamento de este Código. Las autoridades fiscales, 
para verificar la procedencia de la devolución, podrán requerir al contribuyente, en un plazo 
no mayor de veinte días posteriores a la presentación de la solicitud de devolución, los 
datos, informes o documentos adicionales que considere necesarios y que estén 
relacionados con la misma. Para tal efecto, las autoridades fiscales requerirán al 
promovente a fin de que en un plazo máximo de veinte días cumpla con lo solicitado, 
apercibido que de no hacerlo dentro de dicho plazo, se le tendrá por desistido de la 
solicitud de devolución correspondiente. Las autoridades fiscales sólo podrán efectuar un 
nuevo requerimiento dentro de los diez días siguientes a la fecha en la que se haya 
cumplido el primer requerimiento, cuando se refiera a datos, informes o documentos que 
hayan sido aportados por el contribuyente al atender dicho requerimiento. Para el 
cumplimiento del segundo requerimiento, el contribuyente contará con un plazo de diez 
días, contado a partir del día siguiente al que surta efectos la notificación de dicho 
requerimiento, y le será aplicable el apercibimiento a que se refiere este párrafo. Cuando la 
autoridad requiera al contribuyente los datos, informes o documentos, antes señalados, el 
periodo transcurrido entre la fecha en que se hubiera notificado el primer requerimiento de 
los mismos y la fecha en que éstos sean proporcionados en su totalidad por el 
contribuyente, ya sea con motivo del primer o segundo requerimiento, no se considerará en 
el cómputo del plazo para la devolución antes mencionado.--- Cuando en la solicitud de 
devolución únicamente existan errores aritméticos en la determinación de la cantidad solicitada, 
las autoridades fiscales devolverán las cantidades que correspondan, sin que sea necesario 
presentar una declaración complementaria. Las autoridades fiscales podrán devolver una cantidad 
menor a la solicitada por los contribuyentes con motivo de la revisión efectuada a la 
documentación aportada. En este caso, la solicitud se considerará negada por la parte que no sea 
devuelta, salvo que se trate de errores aritméticos o de forma. En el caso de que las autoridades 
fiscales devuelvan la solicitud de devolución a los contribuyentes, se considerará que ésta fue 
negada en su totalidad. Para tales efectos, las autoridades fiscales deberán fundar y motivar las 
causas que sustentan la negativa parcial o total de la devolución respectiva.--- No se considerará 
que las autoridades fiscales inician el ejercicio de sus facultades de comprobación, 
cuando soliciten los datos, informes, y documentos, a que se refiere el séptimo párrafo 
del presente artículo, pudiendo ejercerlas en cualquier momento.--- Cuando con motivo 
de la solicitud de devolución la autoridad fiscal inicie facultades de comprobación con el 
objeto de comprobar la procedencia de la misma, los plazos a que hace referencia el 
párrafo séptimo del presente artículo se suspenderán hasta que se emita la resolución en 
la que se resuelva la procedencia o no de la solicitud de devolución. El citado ejercicio de 
las facultades de comprobación se sujetará al procedimiento establecido en el artículo 
22-D de este Código.--- Si concluida la revisión efectuada en el ejercicio de facultades de 
comprobación para verificar la procedencia de la devolución, se autoriza ésta, la 
autoridad efectuará la devolución correspondiente dentro de los 10 días siguientes a 
aquél en el que se notifique la resolución respectiva. Cuando la devolución se efectúe 
fuera del plazo mencionado se pagarán intereses que se calcularán conforme a lo 
dispuesto en el artículo 22-A de este Código.--- El fisco federal deberá pagar la 
devolución que proceda actualizada conforme a lo previsto en el artículo 17-A de este 
Código, desde el mes en que se realizó el pago de lo indebido o se presentó la 
declaración que contenga el saldo a favor y hasta aquél en el que la devolución esté a 
disposición del contribuyente. Para el caso de depósito en cuenta, se entenderá que la 
devolución está a disposición del contribuyente a partir de la fecha en que la autoridad 
efectúe el depósito en la institución financiera señalada en la solicitud de devolución. --- 
Cuando en el acto administrativo que autorice la devolución se determinen correctamente la 
actualización y los intereses que en su caso procedan, calculados a la fecha en la que se emita 
dicho acto sobre la cantidad que legalmente proceda, se entenderá que dicha devolución está 
debidamente efectuada siempre que entre la fecha de emisión de la autorización y la fecha en 
la que la devolución esté a disposición del contribuyente no haya trascurrido más de un mes. En 
el supuesto de que durante el mes citado se dé a conocer un nuevo índice nacional de precios 
al consumidor, el contribuyente tendrá derecho a solicitar la devolución de la actualización 
correspondiente que se determinará aplicando a la cantidad total cuya devolución se autorizó, el 
factor que se obtenga conforme a lo previsto en el artículo 17-A de este Código, restando la 
unidad a dicho factor. El factor se calculará considerando el periodo comprendido desde el mes 
en que se emitió la autorización y el mes en que se puso a disposición del contribuyente la 
devolución.--- El monto de la devolución de la actualización a que se refiere el párrafo anterior, 
deberá ponerse, en su caso, a disposición del contribuyente dentro de un plazo de cuarenta 
días siguientes a la fecha en la que se presente la solicitud de devolución correspondiente; 
cuando la entrega se efectúe fuera del plazo mencionado, las autoridades fiscales pagarán 
intereses que se calcularán conforme a lo dispuesto en el artículo 22-A de este Código. Dichos 
intereses se calcularán sobre el monto de la devolución actualizado por el periodo comprendido 
entre el mes en que se puso a disposición del contribuyente la devolución correspondiente y el 
mes en que se ponga a disposición del contribuyente la devolución de la actualización.--- 
Cuando las autoridades fiscales procedan a la devolución sin ejercer las facultades de 
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podrá verificar la procedencia del saldo a favor, estando 

facultada para requerir al contribuyente solicitante de la 

devolución, la información y documentación comprobatoria 

conducente. 

57. Ahora, el artículo 46 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, vigente al momento de emitirse 

el fallo reclamado, dispone lo siguiente: 

ARTÍCULO 46.- La valoración de las pruebas 
se hará de acuerdo con las siguientes 
disposiciones: 

I. Harán prueba plena la confesión expresa 
de las partes, las presunciones legales 
que no admitan prueba en contrario, así 
como los hechos legalmente afirmados por 
autoridad en documentos públicos, 
incluyendo los digitales; pero, si en los 
documentos públicos citados se contienen 
declaraciones de verdad o manifestaciones 
de hechos de particulares, los documentos 
sólo prueban plenamente que, ante la 
autoridad que los expidió, se hicieron 
tales declaraciones o manifestaciones, 
pero no prueban la verdad de lo declarado 
o manifestado. 

II. Tratándose de actos de comprobación de 
las autoridades administrativas, se 
entenderán como legalmente afirmados los 
hechos que constan en las actas 
respectivas. 

comprobación a que se hace referencia en el párrafo décimo del presente artículo, la orden de 
devolución no implicará resolución favorable al contribuyente, quedando a salvo las facultades 
de comprobación de la autoridad. Si la devolución se hubiera efectuado y no procediera, se 
causarán recargos en los términos del artículo 21 de este Código, sobre las cantidades 
actualizadas, tanto por las devueltas indebidamente como por las de los posibles intereses 
pagados por las autoridades fiscales, a partir de la fecha de la devolución.--- La obligación de 
devolver prescribe en los mismos términos y condiciones que el crédito fiscal. Para estos 
efectos, la solicitud de devolución que presente el particular, se considera como gestión de 
cobro que interrumpe la prescripción, excepto cuando el particular se desista de la solicitud.--- 
La devolución podrá hacerse de oficio o a petición del interesado.--- El Servicio de 
Administración Tributaria, mediante disposiciones de carácter general, podrá establecer los 
casos en los que no obstante que se ordene el ejercicio de las facultades de comprobación a 
que hace referencia el párrafo décimo del presente artículo, regirán los plazos establecidos por 
el párrafo séptimo del mismo, para efectuar la devolución.--- Los requerimientos a que se refiere 
este artículo se formularán por la autoridad fiscal en documento digital que se notificará al 
contribuyente a través del buzón tributario, el cual deberá atenderse por los contribuyentes 
mediante este medio de comunicación.
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III. El valor de las pruebas pericial y 
testimonial, así como el de las demás 
pruebas, quedará a la prudente apreciación 
de la Sala. 

Cuando se trate de documentos digitales 
con firma electrónica distinta a una firma 
electrónica avanzada o sello digital, para 
su valoración se estará a lo dispuesto por 
el artículo 210-A del Código Federal de 
Procedimientos Civiles. 

Cuando por el enlace de las pruebas 
rendidas y de las presunciones formadas, 
la Sala adquiera convicción distinta 
acerca de los hechos materia del litigio, 
podrá valorar las pruebas sin sujetarse a 
lo dispuesto en las fracciones anteriores, 
debiendo fundar razonadamente esta parte 
de su sentencia. 

58. El artículo transcrito establece un valor probatorio tasado 

para las pruebas documentales públicas; sin embargo, para 

acreditar el origen de las operaciones que se susciten a favor 

del contribuyente, como sucede en el caso, el estándar 

probatorio no debe limitarse a un modelo apoyado en una 

valoración tasada o plena de pruebas. 

59. En tanto que, a efecto de acreditar el origen o 

procedencia de las operaciones o depósitos bancarios es 

necesario que el contribuyente ofrezca una serie de pruebas 

documentales privadas, respecto de las cuales rige el sistema 

de valoración probatoria de libre apreciación del juzgador. 

60. De esta forma, en los casos relativos a la acreditación del 

origen de las operaciones bancarias, el valor probatorio de 
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los medios de prueba ofrecidos debe ser acorde a las 

circunstancias de cada caso. 

61. Esto es, atendiendo al tipo de operación que se 

cuestione, por lo que podrá acudirse a un modelo indiciario o 

referencial donde la decisión se tomará en cuenta a partir de 

reglas construidas en los principios de veracidad y 

demostrabilidad, apoyados en criterios de razonabilidad que 

permita a quien corresponda, efectuar la valoración 

respectiva, decidir con base en la libre valoración, entendida 

como un principio metodológico conforme al cual la 

valoración del acervo probatorio se basa en criterios de 

razonabilidad y máximas de experiencia. 

62. Por tanto, no en todos los casos resulta viable acudir a 

estándares de prueba directa y tasados, apoyados en la 

concepción racional de la evidencia, ya que las operaciones 

bancarias, en mayor medida, se apoyan fundamentalmente 

en la confianza comercial, conforme a la cual las 

transacciones en dinero, comerciales celebradas entre partes 

sobre la producción o adquisición de bienes y/o prestación de 

servicios, habitualmente no se realizarán mediante una 

metodología específica. 

63. Por lo que, resulta válido sostener que, en estos 

supuestos, el estándar de prueba no es determinado de 
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manera previa, rígida o inflexible, sino a partir del cúmulo de 

referentes o indicios que permitan crear convicción en el 

hecho a probar. 

64. Asimismo, cuando la autoridad fiscal pone en duda el 

origen o procedencia de las operaciones bancarias realizadas 

por el contribuyente, debe invocar las causas o razones de su 

desconfianza y no puede exigir pruebas que no sean 

acordes con la naturaleza de la operación o acto 

verificado o que resulten desmedidas, por no atender a 

parámetros de razonabilidad y objetividad de los medios 

de convicción exigidos, según las operaciones o actos 

efectuados como bancarios. 

65. Pues, esa carga probatoria no puede imponer extremos 

imposibles y deben admitirse los elementos de convicción 

que puedan ser suficientes para evidenciar racionalmente el 

origen o procedencia de la operación bancaria puesta en 

entredicho, aun cuando se trate de pruebas indirectas, 

porque aunque de manera aislada solo puedan constituir 

indicios, la correlación de todas las probanzas aportadas 

puede generar evidencia suficiente para acreditar la 

existencia de la operación cuestionada. 
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66. Así, el origen de las operaciones puede acreditarse a 

través de medios indirectos, si son idóneos y suficientes para 

evidenciarlo racionalmente y en grado suficiente, aun cuando 

solo tengan eficacia indiciaria. 

67. Por ello, al no existir una exigencia legal específica para 

acreditar el origen o procedencia de las operaciones 

bancarias objeto de verificación, en casos diversos, es 

factible demostrarla con un conjunto de pruebas 

indirectas si de su concatenación se genera 

razonablemente, la convicción de la prestación del 

servicio o bien adquirido, ello conforme con el artículo 197 

del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria a la materia contenciosa, vigente al momento de 

emitirse la sentencia reclamada, que dispone: 

ARTÍCULO 197.- El tribunal goza de la más 
amplia libertad para hacer el análisis de 
las pruebas rendidas; para determinar el 
valor de las mismas, unas enfrente de las 
otras, y para fijar el resultado final de 
dicha valuación contradictoria; a no ser 
que la ley fije las reglas para hacer esta 
valuación, observando, sin embargo, 
respecto de cada especie de prueba, lo 
dispuesto en este capítulo. 

68. Y en ese sentido, el órgano jurisdiccional puede tener por 

acreditada la procedencia o el origen de las operaciones 

bancarias realizadas por el contribuyente cuando los 

documentos aportados y donde se consignan los actos 
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indicados puedan, de su correlación, evidenciar de manera 

suficiente la realización de las operaciones cuestionadas. 

69. Sirve de apoyo a lo establecido, por identidad de razón, la 

tesis I.4o.A.47 A (11a.) del Cuarto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, que se comparte y 

que es del rubro y texto siguientes: 

MATERIALIDAD DE LAS OPERACIONES AMPARADAS 
EN COMPROBANTES FISCALES. EL ESTÁNDAR 
PROBATORIO PARA ACREDITARLA CUANDO SE 
RECHACE LA DEVOLUCIÓN DE SALDO A FAVOR, 
PUEDE ATENDER A UN CRITERIO DE 
RAZONABILIDAD Y DEMOSTRARSE A TRAVÉS DE LA 
PRUEBA PRESUNCIONAL.

Hechos: Una persona solicitó la devolución 
del saldo a favor del impuesto al valor 
agregado y ante la omisión de respuesta, 
demandó la nulidad de la negativa ficta. 
El Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa resolvió la improcedencia 
de la devolución, al considerar que con 
las pruebas ofrecidas no se acreditó la 
materialidad de las operaciones realizadas 
con diversos proveedores, al ser 
insuficientes para ese efecto los 
comprobantes fiscales, papeles de trabajo, 
listas de asistencia de personal, tarjetas 
de identificación corporativas y contratos 
privados de prestación de servicios, entre 
otros. En amparo directo argumentó que no 
se adminicularon las pruebas que ofreció 
en el juicio contencioso administrativo 
federal.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado 
de Circuito determina que cuando se 
rechace la devolución de saldo a favor, el 
estándar probatorio para acreditar la 
materialidad de las operaciones puede 
demostrarse a través de la prueba 
presuncional.

Justificación: De la interpretación de los 
artículos 93, 190 a 196 y 218 del Código 
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Federal de Procedimientos Civiles, de 
aplicación supletoria a la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, 
deriva que la ley reconoce como medio de 
prueba a la presuncional, la cual permite 
la comprobación de los hechos sobre los 
cuales no se cuenta con prueba directa y 
se configura con base en indicios, que 
precisan ser suficientes y orientan 
razonablemente la afirmación de un evento 
que se desconoce y pretende acreditarse 
por ese medio indirecto.

Cuando se controvierta la materialidad de 
las operaciones consignadas en 
comprobantes fiscales con motivo de la 
solicitud de devolución de saldo a favor, 
el interesado podrá ofrecer las pruebas 
que permitan conocer la naturaleza de la 
operación, a condición de que estén 
relacionadas con ella.

En razón de que el Código Fiscal de la 
Federación no establece específicamente 
las reglas de valoración que deberán 
tomarse en cuenta para la acreditación de 
la materialidad de las operaciones que 
sean materia de cuestionamiento, en lo 
relativo a la cuestión probatoria, deberá 
atenderse a un criterio de razonabilidad, 
en el que de manera lógica se expliquen 
las operaciones cuestionadas por la 
autoridad fiscal en orden a la actividad 
que se pretenda acreditar. Por tanto, 
cuando los hechos sean de difícil 
constatación, como ocurre tratándose de 
las operaciones comerciales celebradas 
entre particulares en que pueden 
participar una multiplicidad de sujetos, 
su demostración queda supeditada al cúmulo 
de medios de convicción que el interesado 
ofrezca para tal efecto, por lo que 
atendiendo a esa circunstancia es viable 
acudir a la prueba presuncional, apoyada 
en indicios, a condición de que los medios 
que se ofrezcan cumplan con los principios 
de probidad, pertinencia, idoneidad o 
conducencia y utilidad de la prueba.24

24 Registro digital: 2029959. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Undécima Época. 
Materias(s): Administrativa. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 46, 
Febrero de 2025, Tomo III, Volumen 1, página 608. Tipo: Aislada.
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70. Sobre tales premisas, el cúmulo probatorio destacado en 

este fallo, se analiza y valora por este tribunal colegiado de 

circuito con arreglo a la sana crítica, atendiendo a las reglas 

de la lógica y de la experiencia, entendiéndose a la lógica, 

como una disciplina del saber o ciencia que tiene reglas y 

principios que son parte de la cultura general de la 

humanidad, y a la experiencia, como un conocimiento mínimo 

que corresponde tanto al individuo como al grupo social, que 

acumula conocimientos ordinarios del quehacer cotidiano en 

las actividades genéricas del ser humano, mediante la 

observación de los fenómenos sociales, culturales, políticos y 

de la naturaleza. 

71. Siendo que, lo trascendente del sistema de libre 

valoración de la prueba y del razonamiento práctico, es que 

el juzgador señale en qué reglas de la lógica y en qué 

máximas de la experiencia, basó su estudió para así justificar 

el resultado de la ponderación alcanzado. 

72. Sirve de apoyo a lo establecido, la tesis 

I.4o.A.40 K (10a.) emitida por el Cuarto Tribunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Primer Circuito, que se 

comparte y que es del rubro y texto siguiente: 

SISTEMA DE LIBRE VALORACIÓN DE LA PRUEBA. 
DEBE ATENDER A LAS REGLAS DE LA LÓGICA Y A 
LAS MÁXIMAS DE LA EXPERIENCIA. Conforme al 
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sistema previsto en el artículo 197 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, 
el Juez tiene cierto arbitrio para asignar 
valor a las pruebas, salvo el caso en que 
la ley señale a cualquiera de éstas uno 
determinado, pero ello debe sujetarse a 
ciertas reglas, esto es, aquél debe 
decidir con arreglo a la sana crítica, sin 
concluir arbitrariamente, por lo que debe 
atender a las reglas de la lógica y de la 
experiencia, entendiéndose a la lógica, 
como una disciplina del saber o ciencia 
que tiene reglas y principios que son 
parte de la cultura general de la 
humanidad, y a la experiencia, como un 
conocimiento mínimo que atañe tanto al 
individuo como al grupo social, que 
acumula conocimientos ordinarios del 
quehacer cotidiano en las actividades 
genéricas del ser humano, mediante la 
observación de los fenómenos sociales, 
culturales, políticos y de la naturaleza. 
Así, lo trascendente del sistema de libre 
valoración de la prueba y del razonamiento 
práctico, es que el juzgador señale en qué 
reglas de la lógica y en qué máximas de la 
experiencia, basó su estudió para así 
justificar el resultado de la ponderación 
alcanzado.25

73. El citado criterio de valoración probatoria, está incluso 

acorde con lo establecido al respecto por el artículo 46 de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

precisado en consideraciones que anteceden, principalmente, 

en el sentido de que el valor de las pruebas, con algunas 

excepciones, quedará a la prudente apreciación del juzgador, 

atendiendo al enlace y de las presunciones formadas por 

ellas, debiendo fundar razonadamente su determinación 

sobre el valor probatorio alcanzado. 

25 Registro digital: 2018214. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. 
Materias(s): Administrativa, Común. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 59, Octubre de 2018, Tomo III, página 2496. Tipo: Aislada.
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74. Ahora, este órgano colegiado advierte que las citadas 

pruebas tienen valor probatorio indiciario en términos de lo 

dispuesto en los artículos 79, 86, 93, 133, 136, 188, 197, 202, 

203, 207, 208, 210-A y 217 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles26, de aplicación supletoria a la Ley 

26 ARTÍCULO 79.- Para conocer la verdad, puede el juzgador valerse de cualquier persona, sea 
parte o tercero, y de cualquier cosa o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a un 
tercero, sin más limitaciones que las de que las pruebas estén reconocidas por la ley y tengan 
relación inmediata con los hechos controvertidos. --- Los tribunales no tienen límites temporales 
para ordenar la aportación de las pruebas que juzguen indispensables para formar su 
convicción respecto del contenido de la litis, ni rigen para ellos las limitaciones y prohibiciones, 
en materia de prueba, establecidas en relación con las partes.
ARTÍCULO 86.- Sólo los hechos estarán sujetos a prueba, así como los usos o costumbres en 
que se funde el derecho. 
ARTÍCULO 93.- La ley reconoce como medios de prueba: --- I.- La confesión. --- II.- Los 
documentos públicos; --- III.- Los documentos privados; --- IV.- Los dictámenes periciales; -
-- V.- El reconocimiento o inspección judicial; --- VI.- Los testigos; --- VII.- Las fotografías, 
escritos y notas taquigráficas, y, en general, todos aquellos elementos aportados por los 
descubrimientos de la ciencia; --- y --- VIII.- Las presunciones.
ARTÍCULO 133.- Son documentos privados los que no reúnen las condiciones previstas por 
el artículo 129. 
ARTÍCULO 136.- Los documentos privados se presentarán originales, y, cuando formen parte 
de un libro, expediente o legajo, se exhibirán para que se compulse la parte que señalen los 
interesados. 
ARTÍCULO 188.- Para acreditar hechos o circunstancias en relación con el negocio que se 
ventila, pueden las partes presentar fotografías, escritos o notas taquigráficas, y, en general, 
toda clase de elementos aportados por los descubrimientos de la ciencia.
ARTÍCULO 197.- El tribunal goza de la más amplia libertad para hacer el análisis de las 
pruebas rendidas; para determinar el valor de las mismas, unas enfrente de las otras, y para 
fijar el resultado final de dicha valuación contradictoria; a no ser que la ley fije las reglas para 
hacer esta valuación, observando, sin embargo, respecto de cada especie de prueba, lo 
dispuesto en este capítulo.
ARTÍCULO 202.- Los documentos públicos hacen prueba plena de los hechos legalmente 
afirmados por la autoridad de que aquéllos procedan; pero, si en ellos se contienen 
declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares, los documentos sólo 
prueban plenamente que, ante la autoridad que los expidió, se hicieron tales declaraciones o 
manifestaciones; pero no prueban la verdad de lo declarado o manifestado. --- Las 
declaraciones o manifestaciones de que se trata prueban plenamente contra quienes las 
hicieron o asistieron al acto en que fueron hechas, y se manifestaron conformes con ellas. 
Pierden su valor en el caso de que judicialmente se declare su simulación.--- También harán 
prueba plena las certificaciones judiciales o notariales de las constancias de los libros 
parroquiales, relativos a las actas del estado civil de las personas, siempre que se refieran a 
época anterior al establecimiento del Registro Civil. --- Igual prueba harán cuando no existan los 
libros del registro, original y duplicado, y cuando, existiendo, estén rotas o borradas las hojas en 
que se encontraba el acta. --- En caso de estar contradicho su contenido por otras 
pruebas, su valor queda a la libre apreciación del tribunal.
ARTÍCULO 203.- El documento privado forma prueba de los hechos mencionados en él, 
sólo en cuanto sean contrarios a los intereses de su autor, cuando la ley no disponga 
otra cosa. --- El documento proveniente de un tercero sólo prueba en favor de la parte que 
quiere beneficiarse con él y contra su colitigante, cuando éste no lo objeta. --- En caso contrario, 
la verdad de su contenido debe demostrarse por otras pruebas. --- El escrito privado que 
contenga una declaración de verdad, hace fe de la existencia de la declaración; más no de los 
hechos declarados. --- Es aplicable al caso lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 202. -
-- Se considera como autor del documento a aquél por cuya cuenta ha sido formado.
ARTÍCULO 207.- Las copias hacen fe de la existencia de los originales, conformes a las reglas 
precedentes; pero si se pone en duda su exactitud, deberá ordenarse su cotejo con los 
originales de que se tomaron. 
ARTÍCULO 208.- Los escritos privados hacen fe de su fecha, en cuanto ésta indique un hecho 
contrario a los intereses de su autor.
ARTÍCULO 210-A.- Se reconoce como prueba la información generada o comunicada que 
conste en medios electrónicos, ópticos o en cualquier otra tecnología. --- Para valorar la fuerza 
probatoria de la información a que se refiere el párrafo anterior, se estimará primordialmente la 
fiabilidad del método en que haya sido generada, comunicada, recibida o archivada y, en su 
caso, si es posible atribuir a las personas obligadas el contenido de la información relativa y ser 

FE
R

N
A

N
D

O
 PÉ

R
E

Z
 O

R
T

E
G

A
706a6620636a66330000000000000000000161aa
05/05/29 10:57:41

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Amparo Directo Administrativo (fiscal) 732/2024.

46

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

conforme su disposición 1°, párrafo primero27, y a la Ley de 

Amparo, en términos de su artículo 228. 

75. Estas disposiciones, son las vigentes al momento de 

emitirse el fallo reclamado y al ejercitarse el presente juicio de 

amparo directo, tal y como lo corrobora y remite el artículo 

cuarto transitorio del Código Nacional de Procedimientos 

Civiles y Familiares29, del que se puede advertir que la 

aplicación del Código Federal de Procedimientos Civiles, 

incluso de manera supletoria, se permite para asuntos 

sustanciados previa a la vigencia el ordenamiento citado en 

primer término. 

accesible para su ulterior consulta. --- Cuando la ley requiera que un documento sea 
conservado y presentado en su forma original, ese requisito quedará satisfecho si se acredita 
que la información generada, comunicada, recibida o archivada por medios electrónicos, ópticos 
o de cualquier otra tecnología, se ha mantenido íntegra e inalterada a partir del momento en 
que se generó por primera vez en su forma definitiva y ésta pueda ser accesible para su ulterior 
consulta.
ARTÍCULO 217.- El valor de las pruebas fotográficas, taquigráficas y de otras cualesquiera 
aportadas por los descubrimientos de la ciencia, quedará al prudente arbitrio judicial. Las 
fotografías de personas, lugares, edificios, construcciones, papeles, documentos y objetos de 
cualquier especia, deberán contener la certificación correspondiente que acredite el lugar, 
tiempo y circunstancias en que fueron tomadas, así como que corresponden a lo representado 
en ellas, para que constituyan prueba plena. --- En cualquier otro caso, su valor probatorio 
queda al prudente arbitrio judicial.
27 ARTÍCULO 1o.- Los juicios que se promuevan ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, se regirán por las disposiciones de esta Ley, sin perjuicio de lo dispuesto por los 
tratados internacionales de que México sea parte. A falta de disposición expresa se aplicará 
supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Civiles, siempre que la disposición de 
este último ordenamiento no contravenga las que regulan el juicio contencioso administrativo 
federal que establece esta Ley.--- (…)
28 Artículo 2o. El juicio de amparo se tramitará en vía directa o indirecta. Se substanciará y 
resolverá de acuerdo con las formas y procedimientos que establece esta Ley.--- A falta de 
disposición expresa se aplicará en forma supletoria el Código Federal de Procedimientos Civiles 
y, en su defecto, los principios generales del derecho.
29 Artículo Cuarto. Los procedimientos civiles y familiares que a la entrada en vigor del Código 
Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares se encuentren en trámite, continuarán su 
sustanciación de conformidad con la legislación aplicable en el momento del inicio de los 
mismos, salvo que las partes conjuntamente opten por la regulación del Código 
Nacional.--- No procederá la acumulación de procesos civiles y familiares cuando alguno de 
ellos se esté tramitando conforme al presente Código Nacional, y el otro proceso conforme a un 
Código abrogado.
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76. Apoya lo establecido, por el criterio que informa, la tesis 

2a. XLIX/2009 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, que es del rubro y texto siguiente: 

NORMAS PROCESALES. SON APLICABLES LAS 
VIGENTES AL MOMENTO DE LLEVARSE A CABO LA 
ACTUACIÓN RELATIVA, POR LO QUE NO PUEDE 
ALEGARSE SU APLICACIÓN RETROACTIVA. 
Tratándose de normas procesales, las 
partes no adquieren el derecho a que la 
contienda judicial en la que intervienen 
se tramite al tenor de las reglas del 
procedimiento en vigor al momento en que 
haya nacido el acto jurídico origen del 
litigio, ni al de las vigentes cuando el 
juicio inicie, toda vez que los derechos 
emanados de tales normas nacen del 
procedimiento mismo y se agotan en cada 
etapa, de ahí que cada una de sus fases se 
rija por la regla vigente al momento en 
que se desarrolla, excepto en los casos en 
que en el decreto de reformas relativo se 
hayan establecido disposiciones expresas 
sobre su aplicación en otro sentido. En 
consecuencia, cuando se trata de normas de 
carácter adjetivo no puede alegarse la 
aplicación retroactiva de la ley, 
proscrita en el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.30

77. La calificativa de valor indiciario que se otorga a las 

referidas pruebas, deriva de que, si bien son copias 

fotostáticas certificadas por la Administradora 

Desconcentrada de Auditoría Fiscal de Hidalgo “1” de la 

Administración General de Auditoría Fiscal Federal del 

Servicio de Administración Tributaria, quien afirma se trata 

de una reproducción fiel y exacta del expediente 

30 Registro digital: 167230. Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materias(s): Común. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIX, Mayo de 2009, página 
273. Tipo: Aislada.
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************************ abierto a nombre de  ***** 

****** ******* , que obra en los sistemas electrónicos de 

esa institución, y que tuvo a la vista31. 

78. Lo cierto es que, la información y datos ahí consignados 

referentes a los depósitos en efectivo que le fueron 

efectuados al quejoso por el monto de $********* (******* 

*** ********** pesos) y tres en cantidad de $******** (***** 

*** pesos), dando un total de $********* (*********** *** 

********** pesos); por sí sola y analizada de manera aislada 

únicamente permite advertir que los hechos ahí contenidos 

sucedieron a precisión de su oferente.   

79. Lo que permite afirmar que esas pruebas constituyen 

propiamente una vía de demostración indirecta, partiendo de 

la base de que no hay prueba directa de los hechos ahí 

precisados -pues si la hubiera sería innecesario transitar por 

la indirecta-, pero sí los hay de otros hechos que 

entrelazados a través de un razonamiento inferencial, regido 

por la lógica del rompecabezas -conforme a la cual ninguna 

pieza por sí proporciona la imagen completa, pero sí resulta 

del debido acomodo de todas ellas- llevan a su demostración, 

de manera que su operatividad consiste en el método de la 

hipótesis que llega a ser acreditada, más que por la simple 

31 Consultable en la parte final del expediente administrativo exhibido en el juicio contencioso de 
origen. 
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suma de varios indicios, por el producto que se extrae de la 

interrelación de todos ellos. 

80. De ahí que la indiciaria presupone: 1) que los hechos que 

se toman como indicios estén acreditados, pues no cabe 

construir certeza sobre la base de simples probabilidades; no 

que se trate de hechos de los que solo se tiene un indicio, 2) 

que concurra una pluralidad y variedad de hechos 

demostrados, generadores de esos indicios, 3) que guarden 

relación con el hecho que se trata de demostrar y 4) que 

exista concordancia entre ellos. 

81. Satisfechos esos presupuestos, la indiciaria se desarrolla 

mediante el enlace de esos hechos (verdad conocida), para 

extraer como producto la demostración de la hipótesis 

(verdad buscada), haciendo uso del método inductivo -no 

deductivo-, constatando que esta conclusión sea única, o 

bien, que de existir hipótesis alternativas se eliminen por ser 

inverosímiles o por carecer de respaldo probatorio, es decir, 

cerciorándose de que no existan indicios, de fuerza 

probatoria tal que, si bien no la destruyen totalmente, sí la 

debilitan a tal grado que impidan su operatividad. 

82. Sirve de apoyo a lo establecido, la tesis I.1o.P. J/19 del 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 

Circuito, que se comparte y que es del rubro y texto: 
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PRUEBA INDICIARIA. NATURALEZA Y 
OPERATIVIDAD. Esta figura que recibe ese 
nombre de la interpretación del artículo 
286 del Código Federal de Procedimientos 
Penales, también identificada como "prueba 
presuncional", derivada de igual 
intelección del artículo 261 del Código de 
Procedimientos Penales para el Distrito 
Federal, más que prueba por sí, constituye 
propiamente una vía de demostración 
indirecta, pues se parte de la base de que 
no hay prueba directa de un hecho que 
precisa ser acreditado -pues si la hubiera 
sería innecesario transitar por la 
indirecta-, pero sí los hay de otros 
hechos que entrelazados a través de un 
razonamiento inferencial, regido por la 
lógica del rompecabezas -conforme a la 
cual ninguna pieza por sí proporciona la 
imagen completa, pero sí resulta del 
debido acomodo de todas ellas- llevan a su 
demostración, de manera que su 
operatividad consiste en el método de la 
hipótesis que llega a ser acreditada, más 
que por la simple suma de varios indicios, 
por el producto que se extrae de la 
interrelación de todos ellos. De ahí que 
la indiciaria presupone: 1) que los hechos 
que se toman como indicios estén 
acreditados, pues no cabe construir 
certeza sobre la base de simples 
probabilidades; no que se trate de hechos 
de los que sólo se tiene un indicio, 2) 
que concurra una pluralidad y 
variedad de hechos demostrados, 
generadores de esos indicios, 3) 
que guarden relación con el hecho que se 
trata de demostrar y 4) que exista 
concordancia entre ellos. Y satisfechos 
esos presupuestos, la indiciaria se 
desarrolla mediante el enlace de esos 
hechos (verdad conocida), para extraer 
como producto la demostración de la 
hipótesis (verdad buscada), haciendo uso 
del método inductivo -no deductivo-, 
constatando que esta conclusión sea única, 
o bien, que de existir hipótesis 
alternativas se eliminen por ser 
inverosímiles o por carecer de respaldo 
probatorio, es decir, cerciorándose de que 
no existan indicios, de fuerza probatoria 
tal que, si bien no la destruyen 
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totalmente, sí la debilitan a tal grado 
que impidan su operatividad.32

83. Sobre esa base y atendiendo a la adminiculación de las 

pruebas destacadas, en el caso, sí se genera certeza de la 

existencia y origen de los citados depósitos bancarios 

efectuados a favor del actor, en las fechas dieciocho y 

diecinueve de julio del año dos mil veintidós, por un total de 

$********* (*********** *** ********** pesos), efectuados 

bajo el concepto de donaciones. 

84. Pues de esas constancias se advierte, 

adminiculadamente, que fueron depósitos en efectivo por 

concepto de donación que efectuó  ***** ****** ******* a 

favor y en la cuenta bancaria de su hijo aquí quejoso ***** 

****** ******* , por el monto de $********* (******* *** 

********** pesos) el día dieciocho de julio de dos mil 

veintidós; y tres en cantidad de $******** (***** *** pesos), 

el diecinueve siguiente.

85. Información que, adminiculada o relacionada con la que 

se contiene en la demás documentación probatoria 

precisada, genera convicción de que el actor ahora quejoso 

sí tuvo a su favor depósitos en efectivo bancarios, por 

concepto de donativos que se realizaron por su padre, en el 

mes de julio de dos mil veintidós. 

32 Registro digital: 166315. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Novena Época. 
Materias(s): Penal. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, 
Septiembre de 2009, página 2982. Tipo: Jurisprudencia. 
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86. Así, cuando la autoridad fiscal pone en duda la 

procedencia de las operaciones bancarias realizadas por el 

contribuyente, consistentes en la obtención de depósitos en 

efectivo, en atención a dicho principio, no pueden exigirse 

pruebas que no sean acordes con la naturaleza de la 

operación verificada o que resulten desmedidas por no 

atender a parámetros racionalmente exigibles y razonables de 

los medios de convicción exigidos.

87. Pues, esa carga probatoria no puede imponer extremos 

imposibles y deben admitirse los elementos de convicción 

suficientes para evidenciar el origen de la operación bancaria, 

aun cuando se trate de pruebas indirectas. 

88. Porque el análisis adminiculado de todas las pruebas 

aportadas puede generar evidencia suficiente para 

acreditarla. 

89. En consecuencia, este órgano jurisdiccional determina 

que el actor ahora quejoso sí acreditó que los depósitos en 

efectivo verificados por la autoridad demandada, por un total 

de $********* (*********** *** ********** pesos), sí 

constituyen donaciones efectuadas por el descendiente 

(padre) en línea recta de dicho contribuyente a su favor 

(ascendiente); los cuales, incluso están exentos de pagar el 
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impuesto sobre la renta, al ubicarse en el supuesto previsto 

en el artículo 93, fracción XXIII, inciso b), de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, aplicable33. 

90. Por tanto, como se expuso, es indudable que la sala 

regional vulneró lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en 

tanto que no valoró debidamente las pretensiones del actor 

junto con el cúmulo probatorio exhibido en el juicio 

contencioso de origen, incurriendo en incongruencia y falta 

de exhaustividad, que provocó que indebidamente 

determinara que el accionante no acreditó el origen de los 

depósitos bancarios referidos, con el fin de evidenciar que es 

procedente la solicitud de devolución del saldo a favor por la 

cantidad de ********** (********** *** *********** ******** * 

**** pesos) del ejercicio fiscal de dos mil veintidós, que 

presentó ante la autoridad demandada. 

91. Sobre esa base, la responsable vulneró los derechos 

fundamentales de legalidad, seguridad jurídica y de 

completitud garantizados en los artículos 14, 16 y 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; lo 

que permite conceder el amparo al quejoso.

33 Artículo 93.- No se pagará el impuesto sobre la renta por la obtención de los siguientes 
ingresos: --- (…) --- XXIII. Los donativos en los siguientes casos: --- (…) --- b) Los que perciban 
los ascendientes de sus descendientes en línea recta, siempre que los bienes recibidos no se 
enajenen o se donen por el ascendiente a otro descendiente en línea recta sin limitación de 
grado. --- (…)
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Conclusión. 

92. Por lo anteriormente establecido, debe concederse el 

amparo y protección de la Justicia Federal al quejoso, en 

contra de la sentencia reclamada. 

93. En ese contexto, se estima que es innecesario el estudio 

de los conceptos de violación referentes, sustancialmente, a 

que el actor no estaba obligado a tener la información y 

documentación contable de las operaciones bancarias 

analizadas; a que la autoridad demandada se excedió en sus 

facultades de comprobación y, a que es inaplicable la tesis de 

rubro: “PRESUNCIÓN DE INGRESOS Y DEL VALOR DE 

ACTOS O ACTIVIDADES. EL ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III, 

DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO VIOLA EL 

PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA.”, 

invocada en la sentencia reclamada. 

94. Toda vez que, su análisis no mejoraría el sentido 

alcanzado en esta ejecutoria, de acuerdo a la verdadera 

pretensión del quejoso; sustenta lo establecido la tesis 

emitida por la extinta Tercera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, que es del rubro y texto: 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO 
INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los 
conceptos de violación invocados en la 
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demanda de amparo resulta fundado uno de 
éstos y el mismo es suficiente para 
otorgar al peticionario de garantías la 
protección y el amparo de la justicia 
federal, resulta innecesario el estudio de 
los demás motivos de queja.34

95. Debe precisarse que de los alegatos formulados por el 

agente del Ministerio Público Federal de la adscripción, 

no se desprenden argumentos que concreten alguna 

incidencia o cambio de criterio a partir de su estudio; sin que 

resulte necesario referirlos en esta sentencia.

96. Apoya a lo anterior, por identidad de razón, la 

jurisprudencia P./J. 26/2018 (10a.) emitida por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto: 

ALEGATOS EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. 
SI BIEN LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO DEBEN ESTUDIARLOS, NO 
NECESARIAMENTE DEBEN PLASMAR ALGUNA 
CONSIDERACIÓN AL RESPECTO EN LA SENTENCIA. 
En términos del artículo 181 de la Ley de 
Amparo, después de que hayan sido 
notificadas del auto admisorio de la 
demanda, las partes tendrán 15 días para 
formular alegatos, los cuales tienen como 
finalidad que quienes no ejercieron la 
acción de amparo directo puedan ser 
escuchados, al permitírseles formular 
opiniones o conclusiones lógicas respecto 
de la promoción del juicio de amparo, por 
lo que se trata de una hipótesis normativa 
que garantiza un debido proceso en 
cumplimiento a las formalidades esenciales 
del procedimiento que exige el párrafo 
segundo del artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
De esa forma, el debido proceso se cumple 

34 Registro digital: 240348. Instancia: Tercera Sala. Séptima Época. Materias(s): Común. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 175-180, Cuarta Parte, página 72. Tipo: 
Aislada.
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con brindar la oportunidad de manifestarse 
y el correlativo deber del tribunal de 
estudiar las manifestaciones, sin que ello 
pueda traducirse en una obligación de un 
pronunciamiento expreso en la sentencia, 
en tanto que no todo ejercicio analítico 
que realiza un órgano jurisdiccional 
respecto del estudio de las constancias 
debe reflejarse forzosamente en una 
consideración. Por todo lo anterior, el 
órgano jurisdiccional es el que debe 
determinar, en atención al caso concreto, 
si plasma en la resolución el estudio de 
los alegatos formulados por las partes, en 
el entendido de que en cumplimiento a la 
debida fundamentación y motivación, si 
existiera alguna incidencia o cambio de 
criterio a partir del estudio de dichos 
argumentos, sí resultaría necesario 
referirlo en la sentencia, como por 
ejemplo, el análisis de una causal de 
improcedencia hecha valer. Así, el 
ejercicio de esta facultad debe darse en 
cumplimiento al artículo 16 constitucional 
que ordena a las autoridades fundar y 
motivar sus actos, así como al diverso 
artículo 17 constitucional que impone una 
impartición de justicia pronta, completa e 
imparcial.35

SÉPTIMO. Efectos del amparo. 

97. Con fundamento en el artículo 77, fracción I, de la Ley de 

Amparo, los efectos de la protección de la Justicia Federal 

son para que la sala regional responsable deje insubsistente 

la sentencia reclamada de treinta y uno de mayo de dos mil 

veinticuatro y dicte otra, en la que: 

a) Determiné, atendiendo a la materia de la litis derivada de 

los conceptos de impugnación de la demanda contenciosa, 

35 Visible en la página 5, del Libro 60, correspondiente al mes de noviembre de 2018, Tomo I, de 
la Décima Época del Semanario Judicial de la Federación, con registro digital 2018276.
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que la resolución impugnada no está debidamente fundada y 

motivada, sobre la base de que el actor sí demostró que los 

depósitos en efectivo verificados por la autoridad 

demandada, por un total de $********* (*********** *** 

********** pesos), constituyen donaciones efectuadas por el 

descendiente (padre) en línea recta de dicho contribuyente a 

su favor (ascendiente); los cuales, incluso están exentos de 

pagar el impuesto sobre la renta, al ubicarse en el supuesto 

previsto en el artículo 93, fracción XXIII, inciso b), de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta, aplicable; esto de acuerdo a lo 

establecido en esta ejecutoria. 

b) Analice con libertad de jurisdicción, si partiendo de lo 

anterior, existen elementos para determinar si el actor cuenta 

con el derecho subjetivo a la devolución del saldo a favor que 

pretende. 

c) Y, considerando la decisión que aborde conforme al punto 

precedente, decrete la nulidad de la resolución impugnada, 

para los efectos y alcances que legalmente procedan, 

conforme a lo previsto en los artículos 51 y 52 de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

98. Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los 

artículos 73, 74, 75, 183 y 217 demás relativos de la Ley de 

Amparo, se resuelve: 
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Único. La Justicia de la Unión ampara y protege a ***** 

****** *******, contra la sentencia de treinta y uno de 

mayo de dos mil veinticuatro, dictada por la Sala Regional 

de Hidalgo del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa en el juicio contencioso administrativo federal 

*************, para los efectos precisados en el último 

considerando de esta ejecutoria.

Notifíquese; háganse las anotaciones conducentes, con 

testimonio de esta resolución, devuélvanse los autos a la sala 

regional de procedencia; y en su oportunidad, archívese el 

expediente como asunto concluido.

Así por unanimidad de votos, lo resolvió el Tercer Tribunal 

Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, integrado por las 

personas magistradas Aureliano Varona Aguirre (presidente), 

Claudia Verónica Martínez Baca (ponente) y Óscar García 

Vega.

De conformidad con el artículo 188 de la Ley de Amparo, 

firman las personas magistradas, ante el Secretario de 

Acuerdos que autoriza y da fe.

FE
R

N
A

N
D

O
 PÉ

R
E

Z
 O

R
T

E
G

A
706a6620636a66330000000000000000000161aa
05/05/29 10:57:41

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



 Amparo Directo Administrativo (fiscal) 732/2024.

59

MAGISTRADO PRESIDENTE 

(FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE)

AURELIANO VARONA AGUIRRE

MAGISTRADA PONENTE

(FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE)

CLAUDIA VERÓNICA MARTÍNEZ BACA

MAGISTRADO

 (FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE)

ÓSCAR GARCÍA VEGA

SECRETARIO DE ACUERDOS

(FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE)

FERNANDO PÉREZ ORTEGA

RAZÓN. Se hace constar que esta es la última foja de la resolución pronunciada por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, en los autos del juicio de amparo directo 
materia administrativa (fiscal) 732/2024, promovido por  ***** ****** *******. Resuelto en 
sesión de uno de octubre de dos mil veintiséis. Conste. 
uno de octubre de dos mil veintiséis

7804 y 7805

CVMB/JHRM/ivette

TEXTO

 

*********, promovido en lo principal por *********; y, en lo adhesivo por *********. Resuelto en sesión de ***************. Conste. 

CVMB/JHRM/ivette
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ae 23 c8 34 fd e2 5a 77 88 ba bb 48 6c 73 c5 e4
1d 88 b0 b4 c3 5b cf fd a1 c3 b1 90 97 8a 2e b5
b5 ae 08 fc 4c 7f 55 d2 ea d2 ed ca 30 d1 87 da
7b a8 41 5c c5 9c 89 d9 af cb 4b be 9c ab 0a 2e
db 34 70 2c 99 ad 36 b0 2a c8 02 e8 e6 84 17 4b
b9 a7 ad 2a 55 06 67 9b 60 8f db 5a e9 29 50 c7
34 2e 77 fa c4 9e c5 bf e3 79 6c 99 a9 c3 be 40
ac e9 84 37 b7 10 fe c1 ca 96 f8 4e 62 5b 57 59
a7 9b 13 3a 76 c6 39 1d 32 f0 d5 fd 69 c3 21 0e
6d da 6f 2d 5d 90 96 19 4b 8a cd e4 fc 1f 8a 13
6a dc 45 17 d5 cc 74 61 f0 a9 25 da 42 41 42 00
c1 71 64 73 49 4e 1a 06 15 b2 48 51 d6 61 2a 88
d7 e5 07 55 c3 d6 4d 2e f0 3b b0 ad 75 30 03 9c
c6 f9 a2 10 3e de 40 4d 8b b6 9b e5 9a e9 02 6f

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 14/10/26 15:24:10 - 14/10/26 09:24:10

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.61.aa

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 14/10/26 15:24:10 - 14/10/26 09:24:10

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 219426624

Datos estampillados: 5QunIMGYlLW6zaLTm4BIqC5SnvI=
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FIRMANTE
Nombre: CLAUDIA VERONICA MARTINEZ BACA Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.35.d6 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

14/10/26 15:30:33 - 14/10/26 09:30:33 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

09 68 65 76 1e 98 e4 b5 f2 45 91 8c a2 10 d7 7e
f3 98 64 ae c8 f7 f1 b7 6f 32 46 5b e2 25 ab 99
90 40 25 88 a3 8c 8e 71 f0 33 73 6b 6b ed e7 1a
f1 05 60 bb 1e bc 9f 5b b0 d3 ca 73 61 dc 33 9d
94 06 d8 0d e5 db 7e 95 26 9e e8 52 03 8e 17 1b
6b 04 29 54 6a b8 a6 64 84 f7 11 90 8d 06 02 23
27 59 52 44 b5 1e c2 d2 a7 b5 fd 56 ed b4 f2 c8
3e 7a 02 3e dc 70 59 47 b9 0f 5e 75 02 2f 20 62
0c e6 f6 29 59 a4 bf ca 5d fc 57 8b 36 2e 49 f2
b9 6f b2 f5 75 f4 f8 ca 4e 50 4b 89 0b 53 51 f1
7d 32 25 77 6e 6c f8 e7 f7 3f 6a 9f b7 46 01 b2
2f a4 dc 28 c2 4d db 3a f2 fd 1d aa 93 1f 00 af
11 a0 04 64 71 5b 01 c0 77 01 c5 69 f9 44 57 c0
0a 58 e7 dc 1d c9 9f 78 b0 c3 5b f6 b9 79 a2 fb
2a 59 84 84 43 e8 95 a6 0f cc 1c 6e 02 57 dc da
42 b7 32 18 d5 e0 67 61 7d d1 06 3f 7b f5 02 00
5e d7 0f 92 07 c5 5f 1a 10 da 90 b3 e9 a4 2a b5
71 92 f0 1b fd 57 48 c7 9c bf e9 d6 14 94 e6 f1
c5 51 d5 ec 15 83 23 48 02 e7 fd 4c 96 de 17 80
4d 43 d2 8d 4a 16 5a cf 94 89 b2 10 3b 52 6b 41
d8 c7 9d 0b 5b 96 f6 d8 76 32 47 68 f0 e8 53 20
72 3d 48 7f 9c e3 17 58 af 22 4e 58 74 c8 b7 5f
04 8a 31 ad 3a ab 3e 53 ec 1e 3e 88 7b 70 d9 b1
18 23 08 e2 6f 59 2f a0 7b b5 47 f4 ec 57 64 e7

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 14/10/26 15:30:33 - 14/10/26 09:30:33

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.35.d6

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 14/10/26 15:30:33 - 14/10/26 09:30:33

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 219431578

Datos estampillados: di81tSZXIEvLN9U2IgmwH1cyhSQ=
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FIRMANTE
Nombre: AURELIANO VARONA AGUIRRE Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.6b.89 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

14/10/26 15:53:44 - 14/10/26 09:53:44 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

7f a0 a8 a4 93 b9 6e cb c6 4b 50 60 ab 46 01 59
06 a8 f7 10 53 bb a5 85 d0 20 1d 1d 28 fc 21 fd
9f 7d ff 73 0a 19 7c ed c3 c7 ca c1 62 89 2d 94
c3 ff fb 0c ab b5 4f 2c e7 00 f9 3b a6 3a 20 b8
ce 0b 32 00 37 9a b5 67 95 10 18 fd 6d 9a 61 dc
2a fa ef b5 a6 98 d2 5a 13 2e 9a 8a db 93 68 e0
21 c3 6e c9 6a 09 8e a1 a8 fd 25 84 2d 8c 0f a6
fc 23 d9 d7 82 49 5a a9 1b 62 96 e5 d2 03 f3 51
75 0f 9f f9 3f e5 b3 9a d5 3c 68 cd 97 08 aa 5b
50 af 15 b9 76 12 4f 4d 30 ad 4f da 18 60 e7 6c
99 b3 1b d5 33 ab b4 1d 26 52 dd 0b 16 34 64 3a
99 51 8c bd b6 fe 35 1c 93 4e fa 30 eb ff 06 ca
32 ef 66 1c ab e0 c8 80 a6 f6 47 72 b4 43 26 15
f3 ef 37 57 af c7 3f 65 71 87 c8 45 d2 78 e7 20
e0 19 b7 04 75 ad 11 d8 13 3f 2c b5 8a 89 f5 7b
58 58 e9 e4 2c ec 67 62 ae d3 50 b6 0b 76 91 a3
19 b0 88 20 a1 b8 e0 4d ec a0 06 0b 34 4d ec 6f
bd f6 5d 40 1d b2 46 59 7e a9 2a 35 10 34 a2 6e
01 aa d1 c4 02 c1 63 56 3f d1 28 94 4b 46 25 44
7b 45 64 19 33 d7 e4 18 00 6a 28 6f 0f f2 b8 1c
ef c8 1f 4d 3c 9b 53 70 e9 99 8f ab fe 70 3f df
6a f2 2a cb 3d 86 39 44 ca 41 c3 8a e6 04 b2 cf
d0 94 22 6c d2 31 74 41 7a 28 fa f6 03 29 b3 83
9f 5e b8 ce 11 6d 02 1c e5 16 b3 f9 4b bd b8 f8

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 14/10/26 15:53:44 - 14/10/26 09:53:44

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.6b.89

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 14/10/26 15:53:44 - 14/10/26 09:53:44

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 219451495

Datos estampillados: zccSLaUO8yJiy45BbErf1d9Ok0w=
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FIRMANTE
Nombre: OSCAR GARCIA VEGA Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.d4.48 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

14/10/26 15:54:29 - 14/10/26 09:54:29 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

58 4c 7e b2 cd 3a f4 cb 03 15 63 26 81 df 29 a7
f3 d0 65 83 63 53 68 17 d5 2a 81 32 e4 74 50 28
e6 4d be 19 4e 0e 86 bd dd 65 e1 f6 b0 98 08 d9
12 ae ae 9e e0 91 98 5e 86 76 94 f3 2d d3 0f f6
8b aa 8d 18 0e 88 e9 2a 25 1a 25 e1 7c c3 b1 fe
1d 63 68 32 88 c4 23 39 e1 f3 c1 84 43 9a 11 fa
96 10 6a a3 96 1a 21 54 da 55 b3 2d 67 b9 7f dd
4f a5 c5 ad 53 68 5e d6 6c e5 43 29 24 53 34 22
c8 ec 9c 72 eb 2f 3d 24 d4 9f 27 11 f5 1e 00 86
37 d1 0a 2d 87 a7 de a5 35 a1 4a 55 7f 6b 7f 9d
78 8c db 75 2b db 47 0b 30 83 ba 37 d9 7b 85 f3
8a 7b ab e9 d3 d9 11 4c 3b 69 5e 27 93 cb bc 90
96 c6 28 cc d9 34 56 64 86 12 7a e0 4a be 22 25
21 46 10 33 29 18 1c 16 8b 1f 54 76 06 c1 ff bb
9d 55 aa 62 68 d5 f4 2b 96 da dc 8a 85 bd 12 56
f0 ab e3 5c 95 c4 9e da 57 de 48 7f 34 f9 54 d2
08 29 c3 e3 ce 4c 2c 0f 6b 0b c2 b3 ce 08 0e 14
2e d3 54 7e 1c 50 fc 01 07 be 07 45 4a 2e 00 31
43 31 a0 af f8 48 40 eb 99 8f a9 14 a2 ef eb 2f
c6 e4 ab 6e 44 8e 26 c5 e2 a8 b0 77 94 c4 bd 83
53 90 3c 75 44 17 47 81 20 d0 e5 cc a1 b4 b8 fc
f0 eb 8b 5e 13 a1 94 90 44 c1 8b 23 eb fe 1c f4
b4 e7 1b 98 53 09 98 f8 f9 2a db 5c bf da a1 c2
2c 49 cc bf ad 3c da d2 4f 28 43 4d 4c 2d 83 77

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 14/10/26 15:54:30 - 14/10/26 09:54:30

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.d4.48

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 14/10/26 15:54:30 - 14/10/26 09:54:30

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 219452349

Datos estampillados: Upx1GjBLCMl25s9C9/oNP2hgjIc=
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aEl catorce de octubre de dos mil veintiseis, el licenciado José Hugo Rojas

Monroy, Secretario(a), con adscripción en el Tercer Tribunal Colegiado del
Vigésimo Noveno Circuito, hago constar y certifico que en esta versión
pública no existe información clasificada como confidencial o reservada en
términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública. Conste.


